Bogotá, Diciembre 6 de 2012   

Doctora

KARIME MOTA Y MORAD

Presidente Comisión Primera

H. SENADO DE LA REPUBLICA

Ciudad

Asunto: Presentación informe de Ponencia para segundo debate en segunda vuelta al Proyecto de Acto Legislativo No. 16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”
En nuestra condición de ponentes del Proyecto de Acto Legislativo No. 16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”, nos permitimos presentar ponencia positiva para segundo debate en la Plenaria de esta Honorable Corporación.

Cordialmente,

JUAN MANUEL GALAN
 


 ARMANDO BENEDETTI 

Senador de la República



 Senador de la República












                      

JUAN CARLOS VELEZ 


          HERNAN ANDRADE 


Senador de la República


          Senador de la República


HEMEL HURTADO                       

JORGE LONDOÑO                          

Senador de la República



Senador de la República

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN SEGUNDA VUELTA AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. 16 DE 2012 SENADO, 192 DE 2012 CÁMARA

“Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”

En cumplimiento de la designación que hiciera la Mesa Directiva de la H. Comisión Primera del Senado, nos permitimos presentar informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Acto Legislativo No. 16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”.

La deliberación surtida en la H. Comisión Primera de Senado y aprobación sin modificaciones del articulado puesto a consideración en la ponencia para primer debate, refrendan el consenso mayoritario en torno a esta reforma trascendental.

En cuanto al Tribunal de Garantías Penales, es evidente el respaldo de la H. Comisión a que este cuerpo colegiado- concebido para ejercer de manera preferente el control formal y material de la acusación, sentar jurisprudencia y propender por la unificación de criterios en casos en que se vean envueltos los miembros de la Fuerza Pública- tenga también la función permanente de dirimir los conflictos de orden penal que se susciten entre la justicia ordinaria y penal militar. 

En cuanto a su conformación y mecanismos de nominación, nuestra postura es unísona. De ello da cuenta una proposición pres   entada por el H.R. Miguel Gómez, que buscaba volver a una composición de seis (6) magistrados (aprobada en la H. Cámara) y que fue votada negativamente por la Comisión.

Así las cosas, le apostamos a un órgano colegiado y equilibrado con sede en la justicia ordinaria, blindado ante cualquier reparo de igualdad y de gran utilidad para la certeza procesal y seguridad jurídica de víctimas y procesados.
La seria y profunda deliberación sobre el listado de delitos excluidos de la justicia penal militar llega también a un punto de consenso en la H. Comisión. 

A lo largo de los debates, este H. Congreso, en sus dos Corporaciones, ha correspondido con argumentos solidos al desafío que este inciso de carácter garantista y de avanzada, representaba. Igualmente, ha asumido frente a éste posiciones diferentes, sin perder de vista el objetivo común de brindar seguridad jurídica sin lugar a impunidad.

Por cuenta de ese proceso democrático, llegamos a una lista cerrada y taxativa de  conductas que comprometen el núcleo esencial de los derechos humanos (lesa humanidad, genocidio, desaparición forzada, violencia sexual, ejecución extrajudicial, tortura y desplazamiento forzado) y que, por decisión reservada al legislador y con base en el contexto colombiano, rompen ipso jure el vínculo con el servicio. Las infracciones al Derecho Internacional Humanitario no enunciadas en esa lista, serán, en virtud de la citada cláusula de competencia del acto legislativo, de conocimiento de la Justicia Penal Militar.

Entretanto, el artículo 4 transitorio, llamado a refrendar que de ningún modo las investigaciones en curso por esas siete (7) conductas pasen a la justicia penal militar, constituye otra garantía de transparencia. Las investigaciones por estos delitos tendrán que permanecer, como es debido, en la Justicia Ordinaria.  

Por otra parte, hay claridad en esta etapa del trámite sobre el alcance de la comisión mixta de coordinación, inspirada en la Comisión de Encuesta del Protocolo I adicional de Ginebra. Este órgano excepcional y técnico, que se  activara solo en casos de duda sobre la jurisdicción competente para adelantar una investigación, funge como otra herramienta de apoyo a la seguridad jurídica que la iniciativa persigue. Una proposición para eliminar esta Comisión, presentada también por el H.R. Miguel Gómez, fue derrotada en la votación.

Ahora bien, el propósito de elevar a rango constitucional la necesidad de centros especiales de reclusión para militares y policías privados de la libertad, así como la concepción de una defensa técnica y especializada a cargo del Estado, cuentan también con el respaldo sostenido del H. Congreso de la República. Los derechos a la vida, la integridad y la defensa de los miembros de la Fuerza Pública encuentran en estas normas la correspondiente tutela constitucional.


Sobre el Fondo de Defensa técnica quepa decir además, que el artículo 90 de la Constitución establece que “el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”.

En virtud de ello y en asuntos tan especializados como los que gravitan en torno a las actuaciones de las Fuerzas Militares se ha encontrado necesario crear un fondo destinado a financiar el Sistema de Defensa Técnica y Especializada de los miembros de la Fuerza Pública, bajo la dependencia, orientación y coordinación del Ministerio de Defensa. 

La creación de este Fondo resulta imperiosa, en la medida en que los integrantes de las Fuerzas Militares, deben tener acceso a medios técnicos y jurídicos que le permitan ejercer adecuadamente su defensa en escenarios judiciales y disciplinarios. Adicionalmente, desde el punto de vista técnico de la defensa patrimonial y jurídica de los intereses del Estado, las acciones de las Fuerzas Militares son objeto de múltiples acciones judiciales, nacionales y extranjeras, en las cuales hay necesidad de coordinar y garantizar una defensa jurídica óptima y eficaz. 

Entiéndase que las facultades conferidas al Presidente de la República por cuenta del presente acto legislativo comprenden la estructura orgánica, administrativa, contractual y financiera, que pudieran resultar necesarias para la puesta en marcha del fondo de defensa técnica y especializada, hasta que el Congreso expida la ley que regule la materia.
Entretanto, y aunque a lo largo del trámite se ha justificado con suficiencia y peso argumental por qué esta propuesta normativa se ha tramitado como una reforma constitucional, no está de más recordar, entre otras razones, que: (1) es fundamental irrigar esos preceptos a todo el ordenamiento jurídico, para solucionar las divergencias interpretativas que han devenido en inseguridad jurídica para la Fuerza Pública; (2) es relevante que las normas requeridas para poner en marcha una renovada Justicia Penal Militar se ajusten a los principios de autonomía e imparcialidad; (3) la creación de una institucionalidad fundamental como lo es el Tribunal de Garantías Penales solo es posible a través de una reforma constitucional; (4) la Norma de Normas debe indicar (como lo ha hecho tantas veces la jurisprudencia)  que el Derecho Internacional Humanitario es el marco aplicable al conflicto armado; (5) La lista de delitos excluidos, como marco exclusivo de competencia entre esas dos jurisdicciones, refuerza su valía y ánimo garantista si proviene del texto constitucional.  

No se pierda de vista que este Acto Legislativo es la primera gran herramienta de un paquete legislativo, para avanzar en la consolidación de una Justicia Penal Militar eficiente, severa, moderna y confiable, y el establecimiento de reglas claras para la investigación y juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública, en cumplimiento de su valiosa y sacrificada misión. 

Así, desde la reforma, deferimos a una ley estatutaria el desarrollo de las garantías de independencia e imparcialidad de la jurisdicción castrense, la reglamentación del Tribunal y la Comisión y la armonización entre el Derecho Penal Interno y el Derecho Internacional Humanitario. El trámite reforzado de esa iniciativa y el control automático de la Corte Constitucional, son garantías de transparencia y rigurosidad frente a la Norma Superior que no pueden pasar desapercibidas.   

Son todas estas razones, sustentadas con detalle en la ponencia para primer debate, las que motivan la decisión de los designados ponentes de preservar en su gran mayoría el texto aprobado por la H. Comisión Primera. No obstante lo anterior, aportaremos dos modificaciones puntuales al articulado, de cara a su  discusión en Plenaria del H. Senado de la República. 

Tribunal de Garantías

Artículo 1º. Adiciónese el artículo 116 de la Constitución Política con los siguientes incisos: 

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción penal, y ejercerá las siguientes funciones: 

1. De manera preferente, servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

2. De manera preferente, controlar la acusación penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

3. De manera permanente, dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre la Jurisdicción Ordinaria y la Jurisdicción Penal Militar.  

4. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado por ocho (8) Magistrados, cuatro (4) de los cuales serán miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán elegidos por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de Gobierno del Consejo de Estado y la Corte Constitucional en pleno. Los miembros de la Fuerza Pública en retiro de este Tribunal serán elegidos de cuatro (4) ternas que enviará el Presidente de la República.

Una ley estatutaria establecerá los requisitos exigidos para ser magistrado, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, el mecanismo de postulación de candidatos, el procedimiento para su selección y demás aspectos de organización y funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

En la medida en que esta norma asigna al Tribunal de Garantías Penales funciones de carácter preferente para el control de garantías y de la acusación penal, y, de carácter permanente para dirimir los conflictos de competencias entre las jurisdicciones Ordinaria y Penal Militar; vale la pena introducir un parágrafo transitorio en el que quede claro que tales funciones entrarán a regir, cuando se expida la ley estatutaria llamada a reglamentar este Órgano Colegiado. 
Así las cosas, hasta tanto no entre en vigencia la citada ley, el Consejo Superior de la Judicatura seguirá dirimiendo los conflictos de competencia que se susciten entre esas dos jurisdicciones. 

En ese sentido, el artículo 1 del proyecto de acto legislativo quedará así:

Artículo 1º. Adiciónese el artículo 116 de la Constitución Política con los siguientes incisos: 

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción penal, y ejercerá las siguientes funciones: 

1. De manera preferente, servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

2. De manera preferente, controlar la acusación penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

3. De manera permanente, dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre la Jurisdicción Ordinaria y la Jurisdicción Penal Militar.  

4. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado por ocho (8) Magistrados, cuatro (4) de los cuales serán miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán elegidos por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de Gobierno del Consejo de Estado y la Corte Constitucional en pleno. Los miembros de la Fuerza Pública en retiro de este Tribunal serán elegidos de cuatro (4) ternas que enviará el Presidente de la República.

Una ley estatutaria establecerá los requisitos exigidos para ser magistrado, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, el mecanismo de postulación de candidatos, el procedimiento para su selección y demás aspectos de organización y funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

Parágrafo Transitorio. El Tribunal de Garantías Penales empezará a ejercer las funciones asignadas en este artículo, una vez entre en vigencia la ley estatutaria que lo reglamente.
Artículo 4 transitorio

El texto aprobado es el siguiente:

Artículo 4° Transitorio. Los procesos penales que se adelanten contra los miembros de la Fuerza Pública por los delitos expresamente excluidos del conocimiento de la Justicia Penal Militar en el inciso 2 del artículo 3 del presente acto legislativo y que se encuentren en la justicia ordinaria, continuarán en esta. 

En aras de reforzar el espíritu de este artículo y dar claridad frente a la transitoriedad derivada de la promulgación de esta reforma, proponemos que la Fiscalía General de la Nación, en coordinación con la Justicia Penal Militar (mecanismo enunciado a lo largo de los debates y ponencias en segunda vuelta), identifique los procesos contra miembros de la Fuerza Pública y traslade a la jurisdicción castrense exclusivamente aquellos que no cumplan los supuestos para la competencia de la Justicia Ordinaria, de conformidad con los incisos 1 (actual artículo 221 de la C.N) y 2 del artículo 3 de presente acto legislativo, resaltados en la modificación a proponer por cuenta de esta ponencia.

En el mismo sentido, en el marco de ese ejercicio de coordinación, se faculta a la Fiscalía para revisar si algún proceso específico de los que actualmente se encuentran en curso en la Justicia Penal Militar, podría pasar al conocimiento de la Justicia Ordinaria.  

De esa manera, introducimos un valioso refuerzo y blindaje constitucional, encaminado a que casos como los mal llamados “falsos positivos” no pasen, bajo ninguna medida, al conocimiento de la Justicia Penal Militar.

Sugerimos que la ley estatutaria que desarrolle lo previsto en el presente acto legislativo, incluya mecanismos permanentes de verificación entre las dos jurisdicciones, con inspiración en lo concebido en el presente artículo transitorio. Una estipulación en ese sentido contribuiría, sin duda, a la seguridad jurídica y eficaz administración de justicia por las que esta reforma propende.  

Así las cosas, al establecer esta instancia de coordinación y precisar los criterios o linderos para la valoración y traslado de procesos en curso en las dos jurisdicciones, pretendemos (1) dar mayor claridad frente al destino de las investigaciones en curso; (2) velar por un proceso pacífico y transparente de definición de competencias y (3) reforzar los estándares de protección para las víctimas, especialmente en aquellos casos que, por sus características, pudieran guardar relación con los mal llamados “falsos positivos”.

Valga decir que la inclusión de esta previsión, que apunta a dar certeza y vencer una vez más cualquier reparo o percepción de impunidad, fue concertada y es compartida en su integridad por el Ministerio de Defensa y la Fiscalía general de la Nación . 

En ese orden de ideas, el artículo 4 transitorio quedará así:

Artículo 4° Transitorio. Los procesos penales que se adelantan contra los miembros de la Fuerza Pública por los delitos que no tengan relación con el servicio o por los delitos expresamente excluidos del conocimiento de la Justicia Penal Militar de acuerdo a los incisos 1 y 2 del artículo 3 del presente acto legislativo y que se encuentran en la justicia ordinaria, continuarán en esta. La Fiscalía General de la Nación, en coordinación con la Justicia Penal Militar, contará con un periodo de hasta un (1) año para identificar todos los procesos que se adelantan contra los miembros de la Fuerza Pública, y trasladar a la Justicia Penal Militar aquellos donde no se cumplan los supuestos para la competencia de la jurisdicción ordinaria. En el marco de esa coordinación, se podrá verificar si algún proceso específico que cursa en la Justicia Penal Militar podría ser de competencia de la Justicia Ordinaria.
PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. 16 DE 2012 SENADO, 192 DE 2012 CÁMARA “POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 116, 152 Y 221 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA”.
1. Se adiciona un parágrafo transitorio al artículo 1, para aclarar que las funciones asignadas al Tribunal de Garantías Penales solo empezarán a ejercerse cuando se expida la ley estatutaria de que trata el presente acto legislativo.

2. Se modifica el artículo 4 transitorio con miras a dar mayor claridad frente a la transitoriedad derivada de la promulgación del presente acto legislativo, al establecer criterios y linderos para la identificación y traslado de los procesos actualmente en curso en las dos jurisdicciones. 

PROPOSICION

En consideración a los argumentos expuestos, proponemos a la Plenaria del H. Senado de la República dar segundo debate en segunda vuelta al Proyecto de Acto Legislativo No. 16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cámara “Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de Colombia”.”
JUAN MANUEL GALAN
 


 ARMANDO BENEDETTI 

Senador de la República



 Senador de la República












                      

JUAN CARLOS VELEZ 


          HERNAN ANDRADE 


Senador de la República


          Senador de la República


HEMEL HURTADO                       

JORGE LONDOÑO                          

Senador de la República



Senador de la República

TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. 16 DE 2012 SENADO, 192 DE 2012 CÁMARA “POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 116, 152 Y 221 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA”.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el artículo 116 de la Constitución Política con los siguientes incisos: 

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en cualquier jurisdicción penal, y ejercerá las siguientes funciones: 

5. De manera preferente, servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública. 

6. De manera preferente, controlar la acusación penal contra miembros de la Fuerza Pública, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para iniciar el juicio oral. 

7. De manera permanente, dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre la Jurisdicción Ordinaria y la Jurisdicción Penal Militar.  

8. Las demás funciones que le asigne la ley. 

El Tribunal de Garantías estará integrado por ocho (8) Magistrados, cuatro (4) de los cuales serán miembros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán elegidos por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de Gobierno del Consejo de Estado y la Corte Constitucional en pleno. Los miembros de la Fuerza Pública en retiro de este Tribunal serán elegidos de cuatro (4) ternas que enviará el Presidente de la República.

Una ley estatutaria establecerá los requisitos exigidos para ser magistrado, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, el mecanismo de postulación de candidatos, el procedimiento para su selección y demás aspectos de organización y funcionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

Parágrafo Transitorio. El Tribunal de Garantías Penales empezará a ejercer las funciones asignadas en este artículo, una vez entre en vigencia la ley estatutaria que lo reglamente.

Artículo 2º. Adiciónese al artículo 152 de la Constitución Política un literal g), así: 

g) Las materias expresamente señaladas en los artículos 116 y 221 de la constitución, de conformidad con el presente acto legislativo.

Artículo 3º. El artículo 221 de la Constitución Política quedará así: 

De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 

En ningún caso la Justicia Penal Militar o policial conocerá de los crímenes de lesa humanidad, ni de los delitos de genocidio, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, violencia sexual, tortura y desplazamiento forzado. Las infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública, salvo los delitos anteriores, serán conocidas exclusivamente por las cortes marciales o tribunales militares o policiales.
Cuando la conducta de los miembros de la Fuerza Pública en relación con un conflicto armado sea investigada y juzgada por las autoridades judiciales, se aplicará siempre el Derecho Internacional Humanitario. Una ley estatutaria especificará sus reglas de interpretación y aplicación, y determinará la forma de armonizar el derecho penal con el Derecho Internacional Humanitario. 

Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre alguna conducta que pueda ser punible y exista duda sobre la competencia de la Justicia Penal Militar, excepcionalmente podrá intervenir una comisión técnica de coordinación integrada por representantes de la jurisdicción penal militar y de la jurisdicción penal ordinaria, apoyada por sus respectivos órganos de policía judicial. La ley estatutaria regulará la composición y funcionamiento de esta comisión, la forma en que será apoyada por los órganos de policía judicial de las jurisdicciones ordinarias y penal militar y los plazos que deberá cumplir.

La ley ordinaria podrá crear juzgados y tribunales penales policiales, y adoptar un Código Penal Policial. 

La ley estatutaria desarrollará las garantías de autonomía e imparcialidad de la Justicia Penal Militar. Además, una ley ordinaria regulará una estructura y un sistema de carrera propio e independiente del mando institucional. 

Créase un fondo destinado específicamente a financiar el Sistema de Defensa Técnica y Especializada de los miembros de la Fuerza Pública, en la forma en que lo regule la ley, bajo la dependencia, orientación y coordinación del Ministerio de Defensa Nacional.

Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la detención preventiva en centros de reclusión establecidos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de la Unidad a que pertenezcan. Cumplirán la condena en centros penitenciarios y carcelarios establecidos para miembros de la Fuerza Pública.

Artículo 4° Transitorio. Los procesos penales que se adelantan contra los miembros de la Fuerza Pública por los delitos que no tengan relación con el servicio o por los delitos expresamente excluidos del conocimiento de la Justicia Penal Militar de acuerdo a los incisos 1 y 2 del artículo 3 del presente acto legislativo y que se encuentran en la justicia ordinaria, continuarán en esta. La Fiscalía General de la Nación, en coordinación con la Justicia Penal Militar, contará con un periodo de hasta un (1) año para identificar todos los procesos que se adelantan contra los miembros de la Fuerza Pública, y trasladar a la Justicia Penal Militar aquellos donde no se cumplan los supuestos para la competencia de la jurisdicción ordinaria. En el marco de esa coordinación, se podrá verificar si algún proceso específico que cursa en la Justicia Penal Militar podría ser de competencia de la Justicia Ordinaria.
Artículo 5º. Transitorio. Facúltese por tres (3) meses al Presidente de la República para expedir los decretos con fuerza de ley necesarios para poner en marcha el Fondo de Defensa Técnica y Especializada de que trata el presente acto legislativo. Los decretos expedidos bajo esta facultad regirán hasta que el Congreso expida la ley que regule la materia.

Artículo 6º. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación. 

De los Honorables Congresistas, 

JUAN MANUEL GALAN
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